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La historia de los últimos decenios es incomprensible si no se tienen en
cuenta los efectos de la injerencia sistemática del gobierno en la macha
de los procesos económicos de un sistema social basado en la propie-
dad privada de los medios de producción. Desde que se abandonó el
liberalismo, el intervencionismo ha sido el principio inspirador de la
política de todos los Estados europeos y americanos.

Cuando el hombre de la calle, que no es experto en economía, valo-
ra los acontecimientos, lo único que nota es que los «interesados»
encuentran siempre el modo de burlar la ley, y acaba atribuyendo el
mal funcionamiento del sistema exclusivamente al hecho de que la ley
no es capaz de ir hasta el fin y a la corrupción que impide su aplicación.
Los propios fracasos de la política intervencionista refuerzan en él la
convicción de que es la propiedad privada la que tiene que ser controlada
por leyes más restrictivas. El hecho de que sean precisamente los órga-
nos del Estado encargados del control los que protagonizan la corrup-
ción, en lugar de afectar a su confianza en la infalibilidad y pureza in-
maculada del Estado, no hace sino llenarle de disgusto moral respecto
a los empresarios y los capitalistas.

Ahora bien, la violación de la ley no es, como quieren hacernos creer
los estatistas, un simple inconveniente que hunda sus raíces en la ineli-
minable debilidad de la naturaleza humana o un abuso que bastaría
atajar para crear el paraíso en la tierra. Si realmente se observaran las
leyes intervencionistas, llevarían en muy poco tiempo a resultados ab-
surdos. Todo el mecanismo quedaría paralizado bajo el fuerte brazo del
Estado.

A los ojos del hombre de la calle es como si agricultores y fabricantes
de leche se hubieran conjurado para subir su precio. Y entonces in-
terviene el Estado benefactor, en su papel de defensor del interés gene-
ral contra los intereses particulares, del punto de vista de la economía
general contra la economía privada, para poner remedio a la situación
creada: desbarata el cártel de la leche, fija un precio máximo y persigue
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penalmente a los transgresores de sus prescripciones. La razón de que
el precio de la leche no sea bajo, como desearía el consumidor, debe bus-
carse —piensa nuestro ciudadano— en las leyes, que no son suficien-
temente duras, y en la incapacidad de aplicarlas con suficiente rigor.
No es fácil luchar contra el afán de lucro de los grupos que persiguen
su interés particular a costa de los intereses de la colectividad. Lo que
hace falta es endurecer las leyes y hacer su aplicación más estricta y
despiadada, sin contemplaciones ni miramientos.

Lo cierto es que las cosas suceden de un modo muy diferente. Si la
regulación de los precios se aplicara realmente, se bloquearían tanto la
producción de leche como su distribución a las ciudades. Habría, no más,
sino menos leche en circulación, e incluso vendría a faltar completamente.
Si, a pesar de todo, los consumidores pueden seguir teniendo leche, es
porque las prescripciones no se cumplen. Si se quiere mantener la impro-
pia y absurda contraposición entre interés público e interés privado,
habría que decir que quienes comercializan la leche, burlando la ley, son
quienes verdaderamente fomentan el interés público, mientras que el
burócrata, que quiere imponer precios oficiales, lo perjudica.

Es evidente que al comerciante que se salta las leyes y las ordenan-
zas para seguir produciendo a pesar de los obstáculos que le pone la
autoridad no le motivan esas consideraciones por el interés público con
las que siempre se llenan la boca los partidarios del intervencionismo,
sino tan sólo el deseo de obtener beneficios, o por lo menos de evitar
las pérdidas que sufriría si observara escrupulosamente las normas
establecidas. La opinión pública, que se escandaliza por la bajeza de tales
motivaciones y por lo indigno de este comportamiento, no comprende
que, sin ese rechazo sistemático de las prescripciones y prohibiciones
del gobierno, la política intervencionista no tardaría en causar una catás-
trofe. La opinión pública espera que la salvación definitiva venga de la
rigurosa observancia de las disposiciones estatales «en defensa de los
más débiles», y a lo sumo reprocha al Estado que no sea lo suficiente-
mente enérgico para hacer todo lo que es necesario, y no encargar del
cumplimiento de sus normas a sujetos más capaces e incorruptibles.
Pero con ello los problemas de fondo del intervencionismos siguen
intactos. Quien se aventura a mantener un tímido interrogante sobre si
son legítimas las drásticas limitaciones al poder de disposición de pro-
pietarios y empresarios, queda marcado como individuo comprado, al
servicio de intereses privados que perjudican a la colectividad, o, en el
mejor de los casos, se le castiga desdeñosamente con la conjura del
silencio. Y quien no quiere perder la reputación y la carrera debe cui-
darse muy mucho de poner en cuestión el cómo del intervencionismo,
o sea las modalidades concretas de su puesta en práctica. Pero ser sos-
pechosos de estar vendidos al «capital» es lo menos que puede suceder
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—y absolutamente inevitable— a quien en la discusión se sirve de argu-
mentos rigurosamente económicos. 

Si la opinión pública siente por doquier un tufo de corrupción en
el Estado intervencionista, no le faltan razones. La venalidad de los polí-
ticos, de los parlamentarios y de los funcionarios públicos es la única
base en que se apoya el sistema; sin ella, éste se derrumbaría sin reme-
dio para ser sustituido por el socialismo o por el capitalismo. Para el
liberalismo, las leyes mejores han sido siempre las que ofrecen un mar-
gen muy estrecho a la discrecionalidad de los órganos encargados de
aplicarlas, para así poder evitar lo más posible las arbitrariedades y los
abusos. El Estado moderno, en cambio, trata de potenciar el poder dis-
crecional de sus órganos burocráticos. Todo se deja a la libre discreción
de los funcionarios públicos.

No es este el lugar para discutir el problema de las repercusiones
de la corrupción sobre la moralidad pública. Es claro que ni los corrup-
tores ni los corrompidos imaginan que su comportamiento contribuye
a mantener en pie el sistema que la opinión pública y ellos mismos con-
sideran justo. Ellos violan las leyes y son plenamente conscientes de
que perjudican al bien colectivo. Y como poco a poco se van acostum-
brando a quebrantar las leyes penales y las normas morales, acaban per-
diendo enteramente la facultad de distinguir entre lo justo y lo injusto,
entre el bien y el mal. Si no se puede producir o vender una mercancía
sin infringir este o aquel reglamento, se acaba pensando que en el fondo
pecar contra la ley y la moral forma «por desgracia parte de la vida» y
burlándose de esos «teóricos» que quisieran que las cosas fueran dis-
tintas. El comerciante que ha empezado por infringir normas relativas
al control de precios, prohibiciones sobre la importación o la exporta-
ción, precios oficiales, etc., acaba antes o después engañando a su co-
lega comercial. La caída de la moral económica, denunciada como
«efecto de la inflación», es en realidad el fenómeno inevitable que ha
acompañado a las rígidas normas emanadas en el periodo de la infla-
ción con el fin de «regular» todo el sistema económico.

Se afirma a veces que el sistema intervencionista se ha convertido
en el fondo en algo tolerable gracias al laxismo con que es aplicado. In-
cluso la fijación autoritaria de los precios dejaría de sentirse como una
molestia excesiva si el empresario puede «arreglárselas» con alguna pro-
pina o recomendación. Nadie, desde luego, niega que todo iría mucho
mejor si no se dieran estas interferencias, salvo que se añada que algo
habrá que hacer para dar satisfacción a la opinión pública. En una pa-
labra, el intervencionismo sería un tributo que hay que pagar a la demo-
cracia para poder mantener el sistema capitalista.

Semejante argumentación sería comprensible en boca de un empre-
sario o un capitalista imbuido en las ideas del socialismo marxista que
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pensara que la propiedad privada de los medios de producción es una
institución que favorece a los propietarios, los capitalistas y los empre-
sarios y perjudica los intereses de la colectividad, y que por lo tanto
mantenerla es interés exclusivo de las clases ricas. Por lo tanto, si estas
clases, haciendo algunas concesiones que no implican demasiados sacri-
ficios, consiguen salvar la única institución que les favorece, aunque
perjudique a la colectividad y las demás clases, sería una locura empe-
ñarse en no hacer esas concesiones y comprometer con ello la super-
vivencia del ordenamiento social que sólo les proporciona ventajas.

Pero esta argumentación jamás podrá convencer a quienes no com-
parten semejante defensa de los intereses «burgueses». No hay razón
para reducir la productividad del trabajo social con una serie de medi-
das equivocadas. Si se piensa que la propiedad privada de los medios
de producción es una institución que sólo favorece a una parte de la
colectividad y perjudica a otra, lo mejor sería acabar con ella. Pero si
se reconoce que es útil a todos y que la sociedad humana basada en la
división del trabajo no podría organizarse de otro modo, entonces es
preciso mantenerla para que pueda desempeñar su función del mejor
modo posible. Y no quiero referirme a la inevitable desorientación
moral que se produciría si la ley y el código ético rechazaran —o in-
cluso arrojaran dudas sobre— una institución que debe conservarse por-
que constituye el fundamento de la vida social. Por lo demás, ¿por qué
habría de prohibirse algo si se sabe de antemano que en la mayor parte
de los casos no se cumplirá?

Quien defiende el intervencionismo con estos argumentos se ex-
pone a sufrir una amarga decepción respecto a las dimensiones de la
caída de la productividad por causa de las intervenciones estatales. Es
cierto que la capacidad de adaptación de la economía capitalista ha per-
mitido siempre al empresario superar los innumerables obstáculos que
ha encontrado en su camino. Vemos a diario a empresarios que consi-
guen aumentar la cantidad y la calidad de los bienes y servicios que
ofrecen al mercado sorteando todas las trabas jurídico-administrati-
vas que obstaculizan su actividad. Pero esto no quita para que pudié-
ramos beneficiarnos de una enorme cantidad de bienes y servicios, sin
necesidad de aumentar la cantidad de trabajo, si no lo impidiera la
axfisiante presencia del Estado, destinada en todo caso —por supuesto
de manera no intencionada— a empeorar las condiciones de la produc-
ción y de la distribución. Pensemos en las consecuencias de todas las
intervenciones en materia de política comercial, sobre cuyos efectos re-
ductores de la productividad no cabe la menor duda. Pensemos en la
forma en que la lucha contra los cárteles y los trusts ha impedido la pro-
gresiva racionalización de la gestión empresarial. Piénsese en los efec-
tos de las medidas de control de precios. Piénsese, finalmente, en el modo
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en que la política artificial de altos salarios —conseguidos a través de
las distintas formas de sindicalismo obligatorio y en la negativa a salva-
guardar la libertad de trabajo de quienes no quieren secundar las huel-
gas, a través de los subsidios de paro y el bloqueo de la libre circula-
ción de mano de obra entre países— ha contribuido a transformar el paro
de millones de trabajadores en un fenómeno permanente.

Estatistas y socialistas interpretan la gran crisis que padece la eco-
nomía mundial desde el final de la guerra como crisis del capitalismo.
Lo cierto es que esa crisis ha sido provocada por el intervencionismo.

En condiciones estáticas puede haber una economía con tierra no cul-
tivada, pero no una economía con capital no utilizado y fuerza de tra-
bajo en paro. A la tasa de salario que se forma en el mercado libre todos
los trabajadores encuentran trabajo. Coeteris paribus, el posible despido
de mano de obra en ciertos sectores, por ejemplo como consecuencia de
la introducción de nuevas tecnologías que ahorran trabajo, tiene inevi-
tables efectos depresivos inmediatos sobre el nivel de los salarios; pero
a la nueva tasa de salarios más bajos todos los trabajadores encuentran
ocupación. En el ordenamiento social capitalista el paro es siempre un
fenómeno transitorio y friccional. Varias circunstancias que impiden la
movilidad del trabajo pueden obstaculizar, tanto localmente como a
nivel internacional, la igualación salarial para trabajos de la misma cali-
dad, y, a la inversa, la diversificación de los salarios por trabajos de dis-
tinta calidad; pero jamás pueden conducir —si realmente hay libertad
de iniciativa de empresarios y capitalistas— a ampliar la dimensión o
a prolongar la duración del paro. Si la demanda de salario se ajusta a
las condiciones del mercado, quien busca trabajo lo encuentra siempre.

Si no se hubiera impedido la libre formación del salario en el mer-
cado, el resultado de la guerra mundial y de la nefasta política de los
últimos decenios habría sido tal vez una lenta caída de los salarios pero
no el paro. El paro masivo y permanente, que hoy se aduce como prue-
ba del fracaso del capitalismo, no es en realidad sino la consecuencia de
la política sindical que, a través del subsidio de paro, mantiene el sala-
rio por encima del nivel que el mercado no intervenido fijaría. Sin el sub-
sidio de paro y sin el poder que tienen los sindicatos para impedir a las
empresas contener sus reivindicaciones salariales contratando trabaja-
dores no sindicados que desean trabajar, la presión de la oferta recon-
duciría el salario al nivel en que toda la mano de obra encontraría tra-
bajo. Pero sobre las consecuencias de la política antiliberal y anticapitalista
que se ha venido prolongando durante decenios podemos seguir recri-
minándolas, pero sin que nada podamos hacer para impedirlas. Sólo res-
tringiendo el consumo y trabajando se pueden reconstruir los capitales
perdidos, y sólo formando nuevo capital se puede aumentar la produc-
tividad marginal del trabajo y por tanto la tasa salarial.
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Lo que no puede hacerse es combatir este desastre manteniendo el
subsidio de paro. De este modo no se hace otra cosa que aplazar inde-
finidamente la inevitable adaptación final del salario a la reducida pro-
ductividad marginal del trabajo. Y como los subsidios normalmente se
detraen del capital y no de la renta, se sigue destruyendo capital y res-
tringiendo la futura productividad marginal del trabajo.

Con todo, no hay que pensar que un inmediato allanamiento de las
barreras que obstaculizan el funcionamiento del orden económico capi-
talista pueda eliminar de golpe los efectos de una política intervencio-
nista practicada durante tanto tiempo. Gracias a la política intervencio-
nista y otras medidas típicamente mercantilistas se han destruido ingentes
cantidades de bienes de producción, y cantidades aún mayores han sido
inmovilizadas en inversiones improductivas o escasamente rentables.
La exclusión de grandes y fértiles áreas del planeta (como Rusia y Si-
beria) de los intercambios internacionales obliga ahora a echar mano de
improductivas reconversiones en todos los sectores de la producción pri-
maria y de la transformación. Aun contando con las mejores condiciones,
se necesitarán años y años para poder borrar las huellas de la desastrosa
política económica de los últimos decenios. En todo caso, si se quiere
aumentar el bienestar general, no hay otro camino.
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